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D. Dimitry Berberoff Ayuda

En Madrid, a 14 de julio de 2021.

HECHOS

PRIMERO.- La Sección Octava de la Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid dictó sentencia, de 29 de enero de 2021, por la que desestimó el recurso n.º 321/2019 interpuesto por la
representación procesal de la mercantil Maxi Mobility Spain, S.L., contra la resolución presunta, luego expresa,
de la Viceconsejería de Transportes, Vivienda e Infraestructuras de la Comunidad de Madrid desestimatoria del
recurso de alzada formulado contra la resolución de la Dirección General de Transportes, de 25 de abril de 2018,
por la que se denegó la solicitud de mil autorizaciones de arrendamiento de vehículo con conductor (VTC).

La Sala confirma la resolución administrativa, en síntesis, con la siguiente argumentación. En primer lugar, y
en lo relativo al encuadramiento de la actividad, señala la Sala que la parte no pone de manifiesto la relevancia
del alegado defecto de encuadramiento de la actividad, cuando una eventual sistematización errónea puede
ser corregida mediante una adecuada interpretación. En este caso, el propio artículo 181.1 del Real Decreto
1211/1990, de 28 de septiembre, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley de Ordenación de los
Transportes Terrestres (ROTT) establece que esta actividad tendrá, a todos los efectos administrativos, la
consideración de trasporte discrecional de viajeros.

En segundo lugar, considera evidente la sentencia que la norma se refiere a vehículos y no a empresas
con licencia, recordando que el artículo 180.2 ROTT establece que para la realización de la actividad de
arrendamiento de vehículos con conductor "será precisa la obtención para cada vehículo que se pretenda
dedicar a la misma de la correspondiente autorización administrativa".

Por lo que se refiere a la desproporción y a la pretendida falta de prueba, señala la Sala que tal criterio se
ampara en el artículo 48.2 de la Ley 9/2013, de 4 de julio, por la que se modifica la Ley 16/1987, de 30 de julio,
de Ordenación de los Transportes Terrestres, acreditándose tal desproporción en el expediente administrativo,
y tratándose de una regla que, según ha declarado el Tribunal Supremo, se encuentra justificada para preservar
el equilibrio entre dos modalidades de servicio de transporte urbano.

En tercer lugar, y respecto de la pretendida infracción del derecho europeo, señala la Sala que el
Tribunal Supremo ya ha declarado la regla de proporcionalidad conforme al mismo teniendo en cuenta su
caracterización como actividad de transporte y su exclusión del ámbito de la Directiva de Servicios.

Añade la Sala que en este caso no está comprometida la libertad de establecimiento pues no se impone a la
actora ninguna restricción para su establecimiento en España: lo que se cuestiona es una limitación al servicio
y no al establecimiento. Y señala, en este sentido, que en la STS de 4 de junio de 2018 y en la sentencia del
Tribunal de Justicia de la Unión Europea ( STJUE) de 20 de diciembre de 2017 (asunto C-435/15), se declaró que
los servicios de intermediación análogos a los prestados mediante vehículos con conductor se califican como
servicios de transportes; y ello a los efectos del artículo 58 TFUE que remite al título relativo a los transportes,
que no ha sido cuestionado por la recurrente. A lo anterior se añade que los servicios de transporte están
excluidos del ámbito de la Directiva 2006/123/CE, de 12 de diciembre, tal como se tiene en cuenta en la STS
921/2018, de 4 de junio, y la STJUE de 20 de diciembre, ya citadas.

Por lo que concierne a las SSTJUE que cita en apoyo de sus pretensiones la recurrente, la Sala de instancia
se refiere a cada una de ellas para argumentar, bien que no tienen encaje en la cuestión que se discute, bien
que las limitaciones al ejercicio de una actividad se cuestionan únicamente cuando se impida la creación de
un número de establecimientos suficientes para garantizar la prestación adecuada, o bien que caben razones
que justifiquen la restricción a la libertad de establecimiento. En particular, por lo que respecta a la STJUE de
14 de enero de 2015 (asunto C-518/15) -que es el único que se refiere al ámbito de los transportes- en la que
se analiza la posible afección del artículo 107 TFUE por la autorización a los taxis londinenses a circular por la
mayor parte de los carriles bus de esa ciudad, prohibiendo al mismo tiempo que los vehículos de turismo VTC
circulen por ellos, señala la Sala de instancia que se reconoce que se afecta a los intercambios comerciales
entre los Estados miembros por falsear la competencia al favorecer a determinadas empresas o producciones,
pero debe valorar el Tribunal remitente.

Concluye la Sala de instancia que la cuestión se sigue manteniendo en los mismos términos que los estudiados
por la STS de 4 de junio de 2018 en relación con la eventual infracción del derecho comunitario; reproduciendo a
continuación los fundamentos jurídicos de la citada sentencia en la que se admitió la justificación de preservar
un equilibrio entre las dos modalidades de transporte urbano.
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Finalmente, descarta el planteamiento de la cuestión prejudicial al considerar que no resulta procedente, pues
existe suficiente doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo y del Tribunal de Justicia de la Unión Europea en
lo que se refiere a la libertad de prestación de servicios en este ámbito y la posibilidad de establecer medidas
limitativas a fin de lograr una competencia equilibrada. A lo que se añade que, según el Tribunal Europeo, es
el Tribunal interno el que debe valorar si la limitación impuesta afecta a los intercambios comunitarios, lo que
en el supuesto de autos no se estima que concurra.

SEGUNDO.- El procurador de los Tribunales D. Ignació Batlló Ripoll, en representación de la mercantil Maxi
Mobility Spain, S.L., ha preparado recurso de casación contra la mencionada sentencia denunciando la
infracción de los artículos 42, 48, 91, 92 y 99 de la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los Transportes
Terrestres (LOTT); así como la infracción de los artículos 180, 181 y 182 del Real Decreto 1211/1990, de 28 de
septiembre, por el que se aprueba el Reglamento de Ordenación de los Transportes Terrestres (ROTT) y de los
artículos 49, 102 y 107 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE).

Denuncia, asimismo, la infracción de la jurisprudencia del Tribunal Supremo sentada en las SSTS n.º 921/2018,
de 4 de junio (recurso contencioso-administrativo n.º 438/2017) y de 14 de febrero de 2012 (recurso
contencioso- administrativo n.º 427/2010); así como la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión
Europea (TJUE) dictada en relación con la libertad de establecimiento - STJUE de 1 de junio de 2010 (asunto
C-570/07, Cuestión prejudicial); STJUE de 21 de abril de 2005 (asunto C-140/03, Comisión c. República
Helénica) y STJUE de 13 de octubre de 2011 (asunto C-9/11) entre otras- y en relación con la prohibición de
ayudas de Estado - STJUE de 14 de enero de 2015 (asunto C-518/13)-. En esta última, que versa sobre el
tratamiento diferencial a taxi y VTC en Londres, señaló el TJUE que "no cabe excluir que el hecho de autorizar
a los taxis londinenses a circular por los carriles bus establecidos en las vías públicas durante las horas en
que se aplican las limitaciones de circulación relativas a dichos carriles, prohibiendo al mismo tiempo a los
VTC circular por éstos, salvo para recoger y dejar a pasajeros que los hayan reservado previamente, pueda
incidir en los intercambios comerciales entre los Estados miembros a efectos del artículo 107 TFUE, apartado
1, extremo que incumbe verificar al tribunal remitente".

La infracción de las normas citadas y de la jurisprudencia aludida la proyecta sobre tres ámbitos. En primer
lugar, considera que en el reglamento se ha realizado un encuadramiento incorrecto de la actividad, al regularse
el arrendamiento de vehículos con conductor no como transporte discrecional de viajeros sino en el de
actividades auxiliares o complementarias a dicho transporte. Reclama la nulidad del reglamento pues la LOTT
califica este tipo de actividades como transporte discrecional y, en cambio, el reglamento, lo encuadra en
actividades auxiliares y complementarias del transporte por carreteras; de ahí que no quepa la aplicación de
estos preceptos. Invoca, respecto de esta alegación, las circunstancias de interés casacional objetivo previstas
en el artículo 88.2.b), c) y f), así como el artículo 88.3.a) LJCA.

En segundo lugar, cuestiona la apreciación de la Sala en lo relativo a la necesidad de autorización por empresa
o autorización por vehículo, descartando la Sala la posibilidad de una tarjeta por empresa con tantas copias
como vehículos. Sin embargo, sobre esta cuestión no hay doctrina jurisprudencial, una vez derogado el artículo
92 LOTT y la pertinente cobertura legal a la autorización por vehículo, sin que el hecho de haber solicitado
un número de autorizaciones para cada vehículo, impida ahora plantar esta cuestión. Desde esta perspectiva
invoca la presunción del artículo 88.3.a) y b) LJCA, y los supuestos del artículo 88.2. b) y c) LJCA.

En tercer lugar, el escrito que prepara el recurso de casación se centra en la pretendida infracción del derecho
europeo; en particular, en lo relativo a la libertad de establecimiento y a la prohibición de ayudas (directas
o indirectas) de los Estados Miembros a una actividad en detrimento de otra, en relación con el artículo 48
LOTT. En este apartado se denuncia, también, la vulneración del artículo 24 CE por la indebida denegación de
la cuestión prejudicial que solicitó respecto de esta cuestión, y solicita la modificación de la jurisprudencia
sentada por esta Sala Tercera del Tribunal Supremo en la STS n.º 921/2018, de 4 de junio.

Por lo que respecta a la cuestión prejudicial alega que se ha planteado una cuestión idéntica y en relación con
los mismos artículos alegados por la actora, por la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso-administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña en auto de 19 de enero de 2021 (recurso n.º 147/2018) que la
parte adjunta como documentación. Existe, por tanto, contradicción entre la sentencia que dicta la Sala de
instancia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, y el criterio de otro órgano judicial como el Tribunal
Superior de Justicia de Cataluña, lo que acredita que es necesario un nuevo estudio de esta cuestión y que
concurre el supuesto de interés casacional del artículo 88.2.a) LJCA.

Invoca, también, respecto de la infracción del derecho europeo, la concurrencia de los supuestos previstos en el
artículo 88.2.c) y f) LJCA. En este sentido razona que la denegación del planteamiento de la cuestión prejudicial
afirmando que la "respuesta sería en todo caso inoperante para la resolución del pleito pues a la postre el
Tribunal europeo dejaría la verificación de tal resultado en manos de esta Sala, como órgano jurisdiccional
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nacional" no es de recibo. Alega, asimismo, la concurrencia del supuesto previsto en el artículo 88.2.g) LJCA
en la medida en que, en cierta forma, se está impugnando de forma indirecta los artículos 180 a 182 ROTT.

Por último, alega la infracción del artículo 135 LJCA -refiriéndose sin duda al artículo 139 LJCA- en relación
con el artículo 24 CE por haber sido condenada en costas cuando ninguna de las partes lo solicitó y se trata
de cuestiones nuevas y eminentemente jurídicas. En este supuesto cita la concurrencia de los supuestos del
artículo 88.2.b) y artículo 88.3.a) y f) LJCA.

TERCERO.- La Sala de instancia tuvo por preparado el recurso de casación en auto de 14 de abril de
2021, ordenando el emplazamiento de las partes para su comparecencia ante esta Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Supremo en el plazo de treinta días, con remisión a esta Sala de los autos originales
y del expediente administrativo.

Ha comparecido ante esta Sala, en calidad de parte recurrente, el procurador de los Tribunales D. Ignacio Batlló
Ripoll, en representación de Maxi Mobility Spain, S.L. En calidad de parte recurrida ha comparecido el Letrado
de la Comunidad de Madrid, que se opone a la admisión del recurso de casación.

Es Magistrado Ponente el Excmo. Sr. D. Ángel Ramón Arozamena Laso, Magistrado de la Sala.

RAZONAMIENTOS JURÍDICOS

PRIMERO.- En primer lugar, y como cuestión previa a la determinación de la cuestión litigiosa y del interés
objetivo casacional para la formación de jurisprudencia que esta pudiera revestir, conviene dejar constancia de
que el escrito de preparación del recurso de casación cumple, desde una perspectiva formal, con los especiales
requisitos que exige el artículo 89.2 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa (LJCA), por lo que nada puede oponerse a su admisibilidad desde este punto de vista.

SEGUNDO.- Son diversas las cuestiones que, en relación con la denegación de la concesión de las mil
autorizaciones de arrendamientos de vehículo con conductor (VTC) solicitadas, se plantean en este recurso
de casación. Algunas de ellas, como se pone relieve en la sentencia recurrida, han sido ya resueltas por esta
Sala Tercera.

No puede obviarse, así, que la STS de 7 de octubre de 2020 (RCA 3128/2019) a la que alude la Sala de instancia
-que reitera doctrina sentada en las SSTS de 30 de septiembre de 2020 (RCA 3722/2019) o de 11 de junio de
2020 (RCA 2911/2019)- descarta que el título competencial aplicable al alquiler de vehículos (con incidencia en
las competencias para su regulación) sea el de transporte discrecional de viajeros, y no el genérico de transporte
terrestre por carretera o el de alquiler de vehículos, concretando que "no resulta de aplicación la competencia
referida a la actividad auxiliar de "alquiler de vehículos". La exposición de motivos de la Ley 9/2013, de 4 de
julio, ya consideró que ha de acudirse al transporte discrecional de viajeros en vehículos de turismo y no las
señaladas por actividades meramente auxiliares y complementarias del transporte, como sería el caso del
arrendamiento de vehículos sin conductor, con el que poco o nada tiene que ver".

Por otro lado, en la STS n.º 921/2018, de 4 de junio (recurso contencioso-administrativo n.º 438/2017), que
resolvió el recurso directo formulado contra el Real Decreto 1057/2015, de 20 de noviembre -en el que figuraba
como demandante la ahora recurrente-, se declaró la conformidad a derecho de la regla de proporcionalidad (1
licencia VTC/ 30 taxis) y de habitualidad (80% de prestación en la Comunidad Autónoma de que se trate), así
como su adecuación a lo dispuesto en las Leyes 17/2009, de 23 de noviembre y 25/2009, de 22 de diciembre, y
en la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de mercado. Se admitió entonces la justificación
de preservar un equilibrio entre las dos modalidades de transporte urbano a fin de asegurar una modalidad
como la del taxi, considerando que "la previsión de una proporción entre el número de licencias es sin duda una
medida idónea y proporcionada, sin que parezca fácil arbitrar una medida alternativa que pudiera ser menos
restrictiva ni corresponda hacerlo a esta Sala".

En esta línea conviene señalar que el Real Decreto-ley 3/2018, de 20 de abril, por el que se modifica la Ley
16/1987, de 30 de julio, de Ordenación de los Transportes Terrestres, en materia de arrendamiento de vehículos
con conductor, añadió un nuevo apartado 3 al artículo 48 de dicha ley que incorpora la posibilidad de denegar el
otorgamiento de nuevas autorizaciones de arrendamiento de vehículos con conductor atendiendo al criterio de
proporcionalidad. El citado Decreto- Ley deroga expresamente el apartado 3 del artículo 181 y los dos primeros
párrafos del apartado 5 del artículo 182 del Reglamento de la Ley de Ordenación de los Transportes Terrestres,
aprobado por el Real Decreto 1211/1990, de 28 de septiembre.

Ciertamente, en la citada STS de 4 de junio de 2018, en relación con la cuestión controvertida, esta Sala Tercera
señaló que "Otra cosa es la consideración que pudiera recibir la proporción escogida (1/30), toda vez que
la justificación que la Administración ha ofrecido ha sido exclusivamente la histórica, que fue la proporción
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acordada reglamentariamente en 1998 y también sin que entonces se explicitara ninguna justificación de tal
cifra, que ha venido manteniéndose inalterada. (...) Ahora bien, si la Administración no ha ofrecido justificación
razonada de la concreta proporción 1/30, tampoco los recurrentes plantean una posible alternativa a la misma,
al margen de su oposición frontal a la contigentación de las licencias VTC" y se concluía que "(...) si tomamos
en consideración las circunstancias descritas, esto es, que ninguna de las partes demandadas aporta criterios
útiles para poder determinar una proporción ideal entre ambos tipos de transporte urbano, que tampoco los
recurrentes desvirtúan que dicha proporción máxima pueda servir para mantener el objetivo de una relación
equilibrada entre ambas modalidades de transporte y, finalmente, que se trata de un límite máximo que puede
ser adaptado a las concretas circunstancias municipales por las comunidades autónomas o los ayuntamientos
competentes, (...) no se acredita la disconformidad a derecho de dicha proporción".

Asimismo, y a efectos de este recurso, conviene recordar que en la citada STS de 4 de junio de 2018 se
consideró que la regla de proporcionalidad no constituye un requisito de naturaleza económica en el sentido
de la Ley 17/2009; pues ello sin duda podría plantear más problemas si se entendiera como una ordenación del
sector. Sin embargo "es una limitación a priori -aunque pueda ser adaptada por los órganos competentes en
un sentido menos restrictivo- que no condiciona la concesión de las autorizaciones a la prueba o acreditación
en cada momento de las circunstancias especificadas en el artículo 10.e) de la Ley 17/2009 : a "la prueba"
de una necesidad económica o de una demanda en el mercado, a que "se evalúen" los efectos económicos
o, en fin, a que "se aprecie" si la autorización se ajusta a objetivos de programación. La autorización ha
de concederse preceptivamente sin ningún condicionamiento cuando se cumplen las condiciones legales y
reglamentarias (art. 48.1 LOTT), condiciones que incluyen que no se supere la relación 1/30, pero no ningún
tipo de decisión de política económica que responda a una posible planificación y objetivo económico". Sensu
contrario la STS de 10 de marzo de 2020 (recurso contencioso-administrativo n.º 213/2018) sí consideró que
el propósito antiespeculativo perseguido por el artículo 1 del Real Decreto 1076/2017, de 29 de diciembre, por
el que se establecen normas complementarias al Reglamento de LOTT en relación con la explotación de las
autorizaciones VTC -precepto que prohibía la transmisión de autorizaciones de arrendamiento de vehículos
durante 2 años- constituía un motivo económico que contravenía el artículo 18. g) LGCUM que considera
inaceptables, por limitar injustificadamente la libertad de establecimiento y la libertad de circulación, aquellas
disposiciones y medios de intervención de las autoridades que contengan o apliquen "(...) g) Requisitos de
naturaleza económica o intervención directa o indirecta de competidores en la concesión de autorizaciones
(...)", lo que determinó su nulidad por no ajustarse dicha restricción a los principios de necesidad y de
proporcionalidad que impone la Ley de Garantía de Unidad de Mercado.

No obstante los pronunciamientos citados, es cierto que esta Sala Tercera no se ha pronunciado de forma
directa sobre la incidencia que pudiera tener el criterio de proporcionalidad previsto en la libertad de
establecimiento consagrada en el artículo 49 TFUE o, también, en su eventual consideración como ayuda
de Estado -calificación que rechaza la Sala de instancia con los razonamientos jurídicos supra resumidos-.
Por ello, tomando en consideración todas las circunstancias expuestas, esta Sección Primera considera
que concurre el supuesto de interés casacional objetivo previsto en el artículo 88.2.f) LJCA, así como la
presunción prevista en el artículo 88.3.a) LJCA, procediendo la admisión del recurso a fin de completar, reforzar,
matizar o, en su caso, corregir la jurisprudencia de esta Sala Tercera en relación con el criterio o regla de la
proporcionalidad 1 VTC/30 taxis, a fin de analizarla a la luz de los artículos 49, 102 y 107 TFUE y aclarar si
resulta pertinente el planteamiento de la cuestión prejudicial que solicita la actora.

Desde la última perspectiva apuntada conviene destacar, tal como refiere la actora, que la Sección Tercera de
la Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña ha acordado, mediante
auto de 21 de enero de 2021, en un asunto sustancialmente idéntico, plantear cuestión prejudicial sometiendo
al TJUE las siguientes cuestiones: "1. ¿Los arts. 49 y 107.1 del TFUE se oponen a sendas normas nacionales
-legales y reglamentarias- que sin motivo plausible alguno limita las autorizaciones VTC a una por cada
treinta licencias de taxi o menos? 2. ¿Los arts. 49 y 107.1 del TFUE se oponen a una norma nacional que
sin motivo plausible alguno establece una segunda autorización y requisitos añadidos para los vehículos
VTC que deseen prestar servicios urbanos?". En el voto particular formulado al referido auto se propone
una cuestión diferente para elevar al TJUE: "¿Atendiendo a las razones expresadas anteriormente, podría
considerarse que la legislación y reglamentación a que hace referencia el Auto de esta fecha están justificadas
por razones imperiosas de interés general, y, en concreto, por razones de salud pública, protección del medio
ambiente, protección de los consumidores, y objetivos de cohesión o política social, ya que facilitan un medio
de transporte de interés público, garantizándolo con intervención administrativa y precios tasados, a fin de
conseguir y consolidar la reducción del uso del automóvil privado mediante su sustitución por servicios de
taxis que rentabilizan el número de automóviles en circulación por encontrarse cada uno de ellos a disposición
de múltiples usuarios y no sólo de la persona titular, y sin perjuicio o detrimento del objetivo de la Unión de
cohesión social al garantizarse un precio tasado en toda circunstancia?".
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TERCERO.- Por tanto, en virtud de lo dispuesto en los artículos 88.1 y 90.4 LJCA, procede admitir a trámite
el recurso de casación, y, a tal efecto, precisamos que la cuestión en la que se entiende que existe interés
casacional objetivo para la formación de jurisprudencia es la que ha señalado en el razonamiento jurídico
anterior.

CUARTO.- Conforme a lo dispuesto por el artículo 90.7 LJCA, este auto se publicará íntegramente en la página
web del poder judicial, en la sección correspondiente al Tribunal Supremo, haciendo referencia al mismo, con
sucinta mención de las normas que serán objeto de interpretación.

QUINTO.- Procede comunicar inmediatamente a la Sala de instancia la decisión adoptada en este auto, como
dispone el artículo 90.6 LJCA y conferir a las actuaciones el trámite previsto en los artículos 92 y 93 LJCA,
remitiéndolas a la Sección Tercera de esta Sala, competente para su sustanciación y decisión de conformidad
con las reglas de reparto.

La Sección de Admisión acuerda:

1.º) Admitir a trámite el recurso de casación n.º 3050/2021 preparado por el procurador de los Tribunale
D. Ignacio Batlló Ripoll, en representación de la mercantil Maxi Mobility Spain, S.L., contra la sentencia n.º
95/2021, de 29 de enero, dictada por la Sección Octava de la Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid en el recurso n.º 321/2019.

2.º) Declarar que la cuestión planteada en el recurso que presenta interés casacional objetivo para la formación
de la jurisprudencia consiste en reforzar, completar, matizar o, en su caso, corregir la jurisprudencia de esta
Sala -referida en el razonamiento jurídico segundo de esta resolución- a efectos de analizar la regla de
proporcionalidad 1 VTC/30 Taxis a la luz de los artículos 49 TFUE (libertad de establecimiento) y de los artículos
102 y 107 TFUE (ayudas de Estado) y aclarar si resulta pertinente el planteamiento de la cuestión prejudicial
que solicita la actora.

3.º) Las normas que, en principio, serán objeto de interpretación son los artículos 48 de la Ley 16/1987, de 30 de
julio, de Ordenación de los Transportes Terrestres y los artículos 49, 102 y 107 del Tratado de Funcionamiento
de la Unión Europea; todo ello, sin perjuicio de que la sentencia haya de extenderse a otras si así lo exigiere el
debate finalmente trabado en el recurso, ex artículo 90.4 LJCA.

4.º) Ordenar la publicación de este auto en la página web del Tribunal Supremo, haciendo referencia al mismo,
con sucinta mención de las normas que serán objeto de interpretación.

5.º) Comunicar inmediatamente a la Sala de instancia la decisión adoptada en este auto.

6.º) Para la sustanciación del recurso, remítanse las actuaciones a la Sección Tercera de esta Sala, a la que
corresponde con arreglo a las normas sobre reparto de asuntos.

Así lo acuerdan y firman.
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